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Poder Judicial de la Nación
CAMARA CIVIL Y COMERCIAL FEDERAL- SALA I

 C. 3545/2015/CA1 I"S. R. M. c/ Facebook Argentina SRL s/ medida autosatisfactiva”.

Juzgado Nº: 4

Secretaría Nº: 7

Buenos Aires, 20 de octubre de 2015.

Y VISTOS:

El recurso de apelación interpuesto a fs. 17 y fundado a fs. 19/25 contra la resolución de fs. 15/16, y 

CONSIDERANDO:

1. El actor solicita una medida autosatisfactiva para que se ordene a Facebook Argentina SRL en adelante Facebook–: 1) el bloqueo y/o cierre definitivo de la cuenta existente en esa red bajo el nombre "R.M.S.Denuncia abierta"; 2) abstenerse de seguir difundiendo, publicando o exponiendo su imagen en la página www.facebook.com en una cuenta distinta a la de su titularidad; 3) abstenerse en el futuro de habilitar el uso de enlaces, blogs, foros, sitios de fans o cualquier otro espacio en el que se injurie, ofenda, agreda, menoscabe o afecte de cualquier manera el nombre, la honra, la imagen la intimidad y/o la integridad de su persona (cfr. fs. 9/13, punto I).

Relata que tomó conocimiento de la existencia de panfletos de procedencia anónima arrojados en las cercanías de su domicilio con su fotografía y el siguiente texto: "R.M.S. AbusadorVidenteProfesor de Música Masajista MapucheCineastaBajo estos títulos este sujeto ABUSA DE CHICAS JÓVENES en su domicilio mientras su mujer no está. Cuidemos a nuestras chicas ¡BASTA DE ABUSOS! Si tenés datos, o sabés algo: ..... Facebook: r.m.s. ABUSADOR DENUNCIA ABIERTA. Este sujeto está suelto y la próxima podría ser tu hija, novia o tu hermana. Ayudanos a difundir este mensaje, juntos podemos decirle no al abuso". Expone que la mencionada cuenta de Facebook –donde se reproducen los términos del panfleto– es un perfil y usuario que se esconde detrás del anonimato. Aduce que la velocidad con la cual se difunde la información en la red ha afectado la normalidad de su vida social. Destaca que no existe denuncia policial, ni causa judicial instada contra su persona por abuso sexual y tampoco testimonios que den cuenta del delito del que falsa y maliciosamente se lo acusa. Manifiesta que su letrado denunció el hecho ante el administrador de la cuenta Facebook sin resultado favorable, porque se le comunicó que no se habían detectado infracciones a las normas de la comunidad. Aduce que la negativa a eliminar el perfil solicitado constituye una violación sistemática de los derechos a la intimidad y a la propia imagen protegidos constitucionalmente. Señala que el derecho a la libertad de expresión no es absoluto y que debe existir un equilibrio con el respeto a los derechos personalísimos. 

2. El señor juez rechazó la medida solicitada.

A tal efecto consideró que su admisión conllevaría la violación de los principios de legalidad, igualdad y defensa en juicio, pues el resultado final del pedido examinado se encuentra ligado al de la litis principal, cuya tramitación para una efectiva definición de los derechos en juego resulta insoslayable. Destacó que el actor no manifestó los motivos por los que resultaría innecesaria la iniciación de una ulterior acción principal. 

Juzgó que aun encuadrando la solicitud dentro del marco de las medidas cautelares innovativas, que presupone la apreciación de sus requisitos con criterio detallado y severo habida cuenta de su carácter excepcional, lo pretendido implica el análisis pormenorizado del derecho a la información y excede el ámbito cognitivo cautelar.

Estimó que la imposibilidad de identificar a la persona física a la que se atribuye la publicación del panfleto en la página web referida no estaba acreditada y ponderó que la búsqueda de información a través de internet está comprendida dentro de la garantía constitucional que ampara la libertad de expresión.

3. La actora alega la falta de perjuicio para Facebook puesto que no tiene interés particular en la existencia de la página cuyo cierre se solicita. 

Aduce que la vía intentada es el único remedio procesal idóneo para hacer cesar de manera rápida y efectiva el menoscabo que la publicación ocasiona a su imagen y destaca que la libertad de buscar, recibir y difundir información de toda índole no es irrestricta, sino que se debe mantener un equilibrio entre los derechos en juego.

Invoca la protección del derecho sobre la propia imagen del art. 31 de la ley 11.723 y del art. 53 del Código Civil y Comercial, entre cuyas excepciones no se encuentra.

Sostiene que ante publicaciones injuriantes provenientes de un particular y dirigidas a una persona determinada no puede aquél prevalerse de la libertad de expresión como "una suerte de licencia para agraviar", sino que debe cesar en la afectación de los derechos personalísimos de la agraviada. 
También sustenta su petición en el art. 1071 del Código Civil y en la protección del derecho al honor que reconocen la Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 12) y el Pacto de San José de Costa Rica (art. 11). Destaca el carácter injuriante y lesivo de las expresiones referidas a su persona y recalca que no existen antecedentes ni constancias de ninguna índole que den cuenta del delito del que falsamente se le acusa, máxime ante el principio de inocencia que rige en materia penal.

Argumenta que la verosimilitud del derecho se acredita con el acta notarial que da cuenta de la existencia del sitio y de su contenido dañoso.

Sostiene que la identificación de la identidad del usuario que utiliza la mencionada página "no hace a la cuestión de fondo objeto de esta causa", por lo cual no intentó acción alguna para determinarla. Añade que los datos aportados por el creador pueden ser falsos y que su individualización no haría cesar la lesión a sus derechos.

Afirma que la afectación del derecho a la intimidad y al honor se desprende de la publicación realizada en la red social y subraya que no pretende una reparación económica sino la cesación de la conducta que considera lesiva.

4. En primer lugar, se debe recordar que la medida “autosatisfactiva” pretendida carece de sustento normativo y limita en forma innecesaria el derecho de defensa en juicio y el debido proceso legal del sujeto pasivo de una sentencia definitiva, la cual se dictaría en ese caso –por falta de bilateralidad– sobre la base de la verosimilitud del derecho invocado (art. 18 de la Constitución Nacional), máxime cuando no se demuestra la falta de aptitud de las vías procesales previstas por la ley y por la Constitución (cfr. Sala III, doctrina de las causas 13.238/02 del 28803, 8174/03 del 5804, 3372/03 del 91204, 8867/11 del 5612 y 1799/12 del 14812; esta Sala, causa 1252/2012 del 26313). 

En consecuencia, a fin de examinar la petición corresponde encauzar la solicitud en el art. 232 del Código Procesal como medida cautelar autónoma, habida cuenta de las facultades que asisten al tribunal para dirimir las cuestiones litigiosas según el derecho vigente, calificando autónomamente la realidad fáctica y subsumiéndola en las normas jurídicas que la rigen, con prescindencia de los fundamentos que enuncian las partes (cfr. esta Cámara, Sala II, doctrina de la causa 6068 del 5888 y sus citas) y puesto que es la solución que mejor asegura una debida valoración de todos los derechos constitucionales involucrados (cfr. Sala III, causa 1799/12 cit.). 
5. Ello sentado, es oportuno señalar que la medida cautelar pretendida es innovativa y, por ende, tiene carácter excepcional porque altera el estado de hecho y de derecho existente al tiempo de su dictado; es decir, importa un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa. Tales extremos justifican una mayor prudencia en el examen de los recaudos que hacen a su admisión (cfr. Corte Suprema, Fallos 316:1883, 318:2431, 319:1069, 321:695, 325:2347 y 331:466), y hace que sea necesaria la certidumbre acerca del daño inminente e irremediable si no se modifica la situación (doctrina de Fallos 331:941; Sala III, causa 5861/03 del 962005; esta Sala I, causa 7397/10 del 11102011).

Por otra parte, los casos como el que se plantea involucran dos intereses esenciales que necesariamente se deben ponderar: por un lado, el derecho de la sociedad a estar informada y a expresar todo tipo de opiniones e ideas a través de un medio de gran difusión como Internet –con sus efectos positivos y negativos–; y por el otro, los derechos (personalísimos o a la propiedad) de las personas físicas o jurídicas que puedan resultar afectados por el uso que se haga del referido medio, de acuerdo con las concretas circunstancias de cada caso (cfr. Sala III, doctrina de la causa 4560/10 del 1532012 y sus citas y causas 270/12 del 5612 y 6804/12 del 30413; esta Sala, causa 4685/13 del 271213).

La naturaleza de esos derechos exige una precisa determinación de los intereses en juego (cfr. Sala III, causa 484/13 del 161214).

6. En esa dirección, se debe considerar que el actor solicita la medida precautoria con invocación de los perjuicios derivados de la publicación de su fotografía junto con texto citado en el considerando 1, que se refiere a cuestiones que exceden el ámbito privado. Por otro lado, esta publicación se realiza en una sola página de la red social Facebook, pero el destinatario de la medida no es el autor del contenido que se objeta, con quien podría ser confrontada la verdad o falsedad de la información, sino un intermediario que proveería la plataforma de la página. 

Ahora bien, la recurrente no se ha hecho cargo de uno de los fundamentos de la resolución apelada que –en este estado –define la cuestión: no ha demostrado la imposibilidad de identificar al usuario de Facebook, sino que por el contrario, en el memorial admite que esta vía no ha sido intentada puesto que ha optado por dirigir su pretensión cautelar exclusivamente contra Facebook. Sobre el punto, el argumento relativo a la eventual falsedad de los datos del usuario, en esta oportunidad resulta meramente conjetural y, por ende, es inatendible. 

En consecuencia, teniendo en cuenta que el agravio que se pretende reparar con la medida estaría dado por la difusión de contenidos elaborados por terceros, en un sitio al que la demandada sólo le otorgaría la plataforma para operar, la pretensión de que ésta bloquee y cierre la cuenta identificada, sin siquiera intentar ubicar a su responsable es –en principio– improcedente (cfr. esta Sala, doctrina causas 7397/10 del 111011, 222/13 del 7513 y 4685/13del 27/12/13; Sala II, doctrina causa 5443/12 del 14213) e importa una restricción que no es proporcional de acuerdo con los derechos en juego.

Por otra parte, resulta menos admisible aun la pretensión de imponer a la demandada un control preventivo y discrecional hacia el futuro sobre la circulación de contenidos que eventualmente pudieran afectar los derechos de la actora, puesto que implica una restricción general y para el futuro, que podría comprometer la búsqueda, recepción y difusión de información e ideas, derecho garantizado por la Constitución Nacional y por la ley 26.032 –B.O. 17605– y es incompatible con la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa "Rodríguez, María Belén c/ Google Inc. s/ daños y perjuicios", R. 522. XLIX. del 281014" (cfr. considerandos 24 a 28 del voto de la mayoría).

Por los fundamentos expuestos, el Tribunal RESUELVE: rechazar el recurso deducido.

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

María Susana NajurietaRicardo Guarinoni Francisco de las Carreras 
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